Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 12 minutos.) 


Vamos a pedir a la Secretaría que nos informe acerca de los asuntos entrados. 


SEÑORA SECRETARIA.- El señor Ministro de Educación y Cultura envió un e-mail, con fecha 21 de 
mayo -o sea, en el día de ayer-, reiterando su intención de ser recibido por la Comisión, en ocasión del 
tratamiento de la reforma al Código del Proceso Penal, junto con el Fiscal de Corte. La Secretaría le 
respondió que la Comisión estaba abocada al tratamiento de dos proyectos de ley y que la voluntad es 
recibirlos cuando se comiencen a considerar las normas modificativas de ese Código. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la consideración del proyecto de ley sobre faltas, recuerdo que estábamos 
abocados al estudio del capítulo referido al procedimiento. Allí había varias cuestiones relativas al 
desarrollo de la audiencia, al modo en que habría que procederse según que compareciera o no el 
indagado o hiciera lo propio el representante del Ministerio Público, etcétera. Creo que luego de 
considerar estos temas fue que levantamos la sesión el último día de reunión. Estamos hablando del 
Capítulo IV del proyecto de ley, que comprende los artículos 16 y siguientes. 


Me permito señalar al comienzo de la sesión de hoy que no están resueltas cuestiones muy 
generales, por lo que, a mi juicio, su resolución debería ser previa a la discusión sobre los aspectos 
particulares del procedimiento. Por lo pronto, no está claro si se entiende que el proceso en cuestión es 
de naturaleza penal o civil. Si tenemos en cuenta lo que es ontológicamente una falta y que, en 
definitiva, esto puede llegar a implicar la privación de libertad de un ciudadano, parece claro que el 
proceso tiene naturaleza penal y la ley debe actuar en consecuencia. 


Sin embargo, en el artículo 21 del proyecto de ley se dice que regirá como norma supletoria el 
Código General del Proceso, que es de carácter civil. Si se leen las disposiciones sobre procedimiento 
se constatará que de alguna manera tiene una estructura similar a la que es propia del proceso civil. 
Por eso en el artículo 22 se derogan las normas del Código del Proceso Penal sobre el proceso de 
faltas. A nuestro juicio, la cuestión que debería plantearse en la Comisión es si esto es un proceso 
penal o un proceso civil. Esta es la gran cruz de los caminos. En función de que se opte por una u otra 
alternativa, después habrá que disponer la regulación consiguiente. Una vez resuelto esto, tenemos 
que solucionar la cuestión de los jueces competentes. Aquí se habla del Juez y del representante del 
Ministerio Público, pero no sabemos qué Juez es y, como tampoco habíamos resuelto lo relativo a la 
materia, no sabemos de qué Fiscal estamos hablando. 


Recuerdo que en la sesión pasada manejamos la posibilidad de que quienes conocieran en 
primera instancia en estos procesos fuesen los Jueces Letrados Departamentales para que en la 
apelación, que algunos consideramos necesario, entiendan Jueces Letrados de Primera Instancia, es 
decir, órganos unipersonales para simplificar y evitar que esto derivara a un Tribunal de Apelaciones. 


Sin embargo, en los últimos días todos escuchamos decir que la Suprema Corte de Justicia ha 
dispuesto la recreación de dos Juzgados Letrados en materia de faltas. Quiere decir que la Suprema 
Corte de Justicia está pensando que esto es materia de la Justicia Letrada. Creó dos Juzgados en 
Montevideo e irá a los Juzgados Letrados en el interior. Por consiguiente, si hay apelación, irá al 
tribunal que corresponda, salvo que se cree también un Tribunal de Faltas -como en algún momento lo 
hubo-, que podría ser un órgano nacional que conociera en todas las apelaciones contra la sentencia 
en primera instancia. 


Me parece que estas son cuestiones estructurales básicas sobre las que habría que definir un 
criterio antes de discutir lo relativo al procedimiento. Declaro que he estado repasando las normas 
sobre procedimiento que dieron lugar a tantas discusiones en el pasado y cuanto más las repaso, más 
me inclino a dejarlas como están, asumiendo que es un proceso penal y sacando las consecuencias 
que de allí derivan. En fin, las otras cuestiones que he señalado todavía deben ser resueltas. 


Falta otro aspecto sobre el que aquí también hemos conversado y sé que nos preocupa a 
muchos, sino a todos: cómo se va a instrumentar posteriormente lo relativo al cumplimiento de las 
sanciones que se impongan, es decir, los servicios comunitarios, que son el eje en materia de 
cumplimiento de las sanciones en todo este capítulo. Los visitantes de la Suprema Corte de Justicia 
que concurrieron a la Comisión, en particular el doctor Pérez Manrique, nos señalaron las dificultades 
prácticas que tienen los Jueces, sobre todo los del interior, cuando hay que cumplir con esto. Si no 
sabemos en qué está pensando la Justicia en materia de tribunales competentes ni qué está haciendo 
el Poder Ejecutivo para que una vez que esto entre en vigencia pueda aplicarse y la gente vea cómo 
funciona, es decir, en qué consiste una falta, cómo actúa la Justicia, qué le pasa al que comete una 
falta y dónde debe cumplir los servicios comunitarios, si no podemos poner esto en práctica, me temo 
que podamos llegar a un resultado que seguramente ninguno quiere: las reformas de papel, es decir, 
las cosas que se hacen pero después no pueden aplicarse porque les falta esto o aquello, no se 
corresponde una cosa con la otra, etcétera. Creo que no queremos un resultado de esa naturaleza. 
Señalo las dificultades antes de comenzar el tratamiento del tema que está en consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Me ha llamado poderosamente la atención que la Suprema Corte se haya 
adelantado a crear dos Juzgados cuando en la última sesión discutíamos si correspondía que hubieran 
dos instancias y el tribunal. Me parece que la Corte ha ignorado el trabajo de la Comisión y se apresura 
en tomar decisiones. Reitero, en la última sesión de la Comisión discutimos ese tema y la Suprema 
Corte se adelanta y crea Juzgados. Ya no estamos hablando de un tribunal, sino de Juzgados de 
Faltas. La Corte podría hacerlo si dice que va a aplicar el Código Penal vigente, lo cual hizo muy poco. 


Repito, entonces, que esto me llama poderosamente la atención porque limita nuestro trabajo. 
Cuando discutíamos si era colegiado, Juzgado de Paz, Juzgado Letrado, una o dos instancias, la 
Suprema Corte crea dos Juzgados de Faltas. Por eso, creo que habría que convocar a los integrantes 
de la Suprema Corte para que nos dé una explicación. 


SEÑOR MICHELINI.- He notado las dificultades que tenemos y no será sorpresa que la ausencia de la 
Presidenta de la Comisión en este momento limita a la Bancada del Frente Amplio el poder despejar 
algunas de las incógnitas que plantea el señor Presidente. 


Si bien el señor Senador Moreira expresa que la Suprema Corte se adelanta en tomar 
decisiones, lo cierto es que en la última Rendición de Cuentas le autorizamos recursos para habilitar 
estos dos Juzgados de Faltas. 


Quizás hoy no podremos resolver algunos temas, salvo mejor opinión de los compañeros de 
la Bancada oficialista. De pronto, si planteamos una segunda instancia, me parece que la mejor 
manera de hacerlo en el interior -en particular, si hacemos hincapié en que no sea un Tribunal 
colegiado o de Apelaciones- sería mediante los Juzgados de Paz y en Montevideo por los Juzgados de 
Faltas. Y, en ambos casos, el Tribunal de Primera Instancia sería la segunda instancia. No sé si me he 
explicado correctamente. 


SEÑOR MOREIRA.- Lamentablemente, no. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando se produce una situación de faltas, en el interior se acude a los 
Juzgados de Paz. En el caso de Montevideo serían los Juzgados especializados en faltas y en ambos 
casos se fallaría. Si alguien quiere interponer un recurso -a pesar de que no sea suspensiva la pena y, 
como dice el señor Senador Gallinal, estableciéramos desincentivos para que no lo haga- en el interior, 
sería en el Juzgado Letrado de Primera Instancia, y en Montevideo en el Juzgado de Primera Instancia. 
En ambos casos sería un solo Juez que, además, actuaría no en audiencias sino que vería los 
expedientes, los recursos, etcétera. Con todos los inconvenientes que tienen los Juzgados de Paz... 


SEÑOR DA ROSA.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiere decir que desde ese punto de vista los Juzgados de Faltas que se crearían 
en Montevideo estarían asimilados a la categoría de los Juzgados de Paz. 


SEÑOR MICHELINI.- Bueno, tendríamos que ver cómo resolvemos ese tema. 


Lo concreto es que hay que analizar si vamos por el camino de una segunda instancia o de 
una primera instancia, lo cual hoy no tenemos resuelto, salvo que algún compañero diga lo contrario. 
Esa es la incógnita mayor; despejada esa incógnita, el resto se resuelve solo. No hay que olvidar, más 
allá de que el señor Senador Moreira haga hincapié en los aspectos formales y que la Suprema Corte 
se puede estar apresurando en sus decisiones, que esta realizó un trabajo de asesoramiento para el 
Ministerio; incluso, se la consultó respecto a que no hubiera una segunda instancia. Es cierto que sería 


la primera vez que algo que tiene que ver con lo penal no va a tener segunda instancia, y también lo es 
que en la Rendición de Cuentas incluimos esa normativa que le permite a la Suprema Corte de Justicia 
avanzar en este tema. Entiendo que una vez resuelto este tema rápidamente se solucionará el resto; 
no estoy seguro de que haya que pedir informes o convocar a la Suprema Corte, porque ya hay un 
trabajo avanzado con el Ministerio del Interior. 


En la medida en que en el día de hoy no podemos resolver todo esto, me parece que 
podríamos abocarnos a los artículos que fueron desglosados. Estimo que alguno de ellos se podrá 
resolver como, por ejemplo, el que refiere al decomiso del vehículo, de forma tal que la de hoy sea una 
reunión fructífera; quizá para la próxima sesión la Bancada de Gobierno pueda tener, por lo menos, 
una aproximación al otro tema para dar respuesta al planteo de la oposición con respecto al asunto de 
la segunda instancia. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Visto que se crean Juzgados de Faltas en Montevideo, me parece que una 
solución posible -seguramente no la única- sería asignar competencia a los Juzgados Letrados en el 
interior para evitar que se nos diga que confiamos el conocimiento de las faltas en Montevideo a 
Juzgados Letrados y que en el interior se lo damos a los Juzgados de Paz, como si hubiera una 
Justicia de segunda para los habitantes del interior del país. Es un reproche que tenemos que anticipar 
y evitar. 


Por otro lado, no me preocuparía mayormente que se previera una segunda instancia 
porque, de acuerdo con la información de que dispongo, los Tribunales Penales no están abrumados 
de trabajo; según entiendo, manejan un volumen perfectamente adecuado de trabajo y creo que 
podrían asumir esa segunda instancia en materia de faltas sin que eso los perturbara en exceso. 
Tengamos en cuenta que tampoco habrá un alud de apelaciones; si no hay efecto suspensivo 
solamente apelarán aquellos que tengan un interés moral muy fuerte y si, además, se exponen a que 
se les imponga la condena en costas, será más difícil todavía que lo hagan. En definitiva, no creo que 
los tapen de trabajo y la estructura actual es suficiente. De todas formas, si se entendiera otra cosa, se 
podría recurrir a un expediente que ya existió alguna vez, que es el Tribunal de Faltas. Me refiero a 
crear un Tribunal de Faltas a nivel nacional con tres miembros para resolver todas las apelaciones. No 
me parece necesario, pero se podría hacer. Ahora bien, estaríamos dentro de la concepción de este 
proceso como algo de naturaleza penal, que creo que es más acorde con la naturaleza de las 
situaciones que se van a dilucidar acá, lo que en definitiva le da más garantías a la persona, entre 
ellas, la de la segunda instancia. 


Estos son los comentarios que quería hacer a este respecto. Asimismo, podríamos esperar a 
la próxima sesión para conocer el planteo de la Bancada oficialista, pero entiendo que deberíamos 
convocar nuevamente a la Suprema Corte de Justicia para acordar los criterios a seguir en esta 
materia. No tenemos por qué disponerlo ahora -podemos esperar al próximo martes en función de la 
propuesta del oficialismo-, pero me parece que en algún momento tendremos que conversar con la 
Suprema Corte para acordar sobre estos aspectos. 


Si los señores Senadores lo entienden pertinente, y tomando la sugerencia del señor 
Senador Michelini, comenzaremos a considerar los artículos que fueron desglosados. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera dejar una constancia. Por supuesto que las soluciones pueden ser 
múltiples, pero advierto que hay una oposición importante del Poder Ejecutivo con respecto a que se 
establezca la posibilidad de una segunda instancia. Si se fuera a una segunda instancia -es algo que 
tendremos que conversar-, cualquier situación que implicara a los Tribunales de Apelaciones sería algo 
mucho más complejo. Digo esto porque a veces lo perfecto es enemigo de lo bueno; quizá por 
pretender obtener el cien por ciento podemos generar una situación que no resulte conveniente. Me 
explico: aquí no se trata de si los Tribunales tienen un poco más o un poco menos; la filosofía de este 
proyecto de ley, en el acuerdo o en el desacuerdo, en el acierto o en el error, era que fuera una 
cuestión muy rápida. 


Cuando el señor Presidente de la Comisión planteó la posibilidad de que el recurso no 
tuviera efecto suspensivo, se abrió una ventana de discusión que luego fue reforzada cuando algunos 
Senadores, ante las objeciones de ciertos integrantes del Poder Ejecutivo -entiendo que a la oposición 
no tiene por qué preocuparle pero, obviamente, a la Bancada oficialista sí-, planteamos no mezclar a 
los Tribunales de Apelaciones porque hay una cerrada negativa, independientemente de si hoy tienen 
más o menos trabajo. Aclaro que digo esto para dejar constancia de ello, no para discutir sobre el tema 
en la sesión de hoy. Realmente la consideración de este proyecto de ley no está nada fácil y cuanto 
más generemos situaciones que lo hagan salir de su filosofía de falta menor, de menor 
quebrantamiento de las leyes y de una rápida pena o castigo, más difícil será encontrar consensos. No 
olvidemos que los mismos sectores políticos de la Bancada oficialista que hay en el Senado están 
representados en la Cámara de Representantes, ámbito en el que se llegó a ciertos acuerdos, y ahora 
nosotros tenemos que ir sobre ellos. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero dejar constancia de que adhiero a la proposición del señor Presidente de 
la Comisión en el sentido de que haya una segunda instancia, porque me parece que es una forma de 
salvar cualquier posible inconstitucionalidad y, al mismo tiempo, asegurar que la norma sea operativa. 
Teniendo en cuenta quiénes cometerán estas faltas, imagino que la inmensa mayoría de ellos no van a 
apelar -estoy seguro de ello-, simplemente por un sentido práctico. Ahora bien, el hecho de que el 
recurso no tenga efecto suspensivo hace que quien cometa la falta tenga que realizar trabajos 
comunitarios; luego se verá si el Tribunal procede a la revocación o no, resarciendo su derecho al 
honor. 


En definitiva, considero que está bien salvar una inconstitucionalidad y dejar que la norma 
opere con la misma eficiencia, máxime si tenemos en cuenta que la inmensa mayoría de los casos no 
interpondrá el recurso de apelación. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que acá es fundamental -por eso comparto la tesis de que no podemos 
avanzar mucho en la sesión de hoy sobre este tema- la posición que asuma la Bancada de Gobierno. 
La idea aquí es arribar a una solución armónica, de conjunto, sobre si se admite o no el recurso de 
apelación. Comparto lo expresado por el señor Senador Moreira; soy partidario de que exista el recurso 
de apelación porque constituye una garantía para quien sufre la pena o se le imputa la comisión de una 
falta, pero sin efecto suspensivo porque, como bien lo planteó el señor Presidente, eso puede 
transformarse en una chicana permanente para trancar el cumplimiento de la sanción. Reitero que, en 
mi concepto, debe existir la posibilidad de apelar. Ahora bien, esto nos lleva a otra cuestión: si no 


queremos que tengan que deducirse los recursos de apelación ante los Tribunales de Apelaciones, 
tendremos que buscar una solución coherente basada en los Juzgados de Paz para que estos, 
eventualmente, puedan tener el recurso de alzada ante los Juzgados Letrados, que son unipersonales. 
Si aceptamos lo de los Tribunales de Apelaciones, quizá habría que darles competencia a los Juzgados 
Letrados en todo el país y no solo en Montevideo, como bien dijo el señor Presidente. En función de 
ello, los Juzgados Letrados serían competentes en todo el país y ocurriría lo mismo que sucede en 
sede penal: el Juez Letrado con competencia penal deduce un recurso de apelación ante el Tribunal de 
Apelaciones. 


SEÑOR MOREIRA.- Y salvamos lo de los Fiscales. 


SEÑOR DA ROSA.- Exactamente, salvamos lo de los Fiscales. 


La otra alternativa es que los Juzgados de Paz entiendan en el tema. En este caso hago el 
mismo razonamiento que el señor Presidente, pero llego a la conclusión exactamente inversa: por qué 
en Montevideo van a ser materia de Juzgados Especializados y en el interior de Juzgados de Paz. En 
todo caso, habría que decir expresamente que es competencia solo de los Juzgados Departamentales 
de Paz, porque en el interior tenemos Juzgados de Paz en los que no se requiere la condición de 
abogado para ejercer como Juez. Entonces, en el interior estaríamos confiando la resolución de este 
tipo de problemas a Jueces que no tienen la condición de abogado y en Montevideo requeriríamos 
Juzgados Especializados en el tema. Me parece una solución incongruente. Tal vez, para llegar a la 
misma conclusión que llega el señor Presidente, habría que ir al otro extremo: tanto en el interior como 
en Montevideo demos competencia a los Juzgados de Paz para entender en estos temas, por lo que 
los recursos de apelación irían ante los Juzgados Letrados Penales correspondientes. Todo esto debe 
ser como un aparato de relojería, armado para que tenga coherencia y para que funcione. Es por eso 
que coincido con el señor Senador Michelini en cuanto a que no podemos avanzar en este tema hasta 
tanto no se tenga clara la solución. 


Por otro lado, si resolvemos cambiar el criterio en cuanto a la creación de los Juzgados 
Especializados de Faltas, creo que podemos agregar un artículo dentro de este proyecto de ley que 
establezca el régimen de competencias. Eso es lo normal; una ley deroga a otra ley. Es decir que 
podemos establecer el régimen de competencias en materia de faltas, lo que no es nada anormal. 
Muchas veces, en materia penal, en las normas de Procedimiento se establecen las competencias de 
los Juzgados y de los Tribunales correspondientes. Por tanto, no habría ninguna incongruencia. 


SEÑOR MICHELINI.- No era mi espíritu seguir dialogando sobre este aspecto, que tendremos que 
solucionar en otro momento, pero advierto que si llegamos a una solución, no va a ser perfecta para 
nadie: ni para el Poder Ejecutivo ni para cada uno de los partidos. Ahora bien, no sería bueno que una 
vez que avancemos hacia la segunda instancia, como la solución no es perfecta, los sectores de la 
oposición decidan no acompañarla. Todos vamos a hacer un esfuerzo, pero la solución no va a ser 
perfecta para todos. Podemos reflexionar en voz alta y ver todos los problemas, pero reitero que la 
solución no será perfecta; puede ser que vayamos a Juzgados de Paz, donde sabemos que todos no 
son abogados. A muchos de los que estamos acá nos gustaría ir a una segunda instancia, pero eso 
implica una negociación con el Poder Ejecutivo, que nos dice que no ve la necesidad de abrir una 
discusión si ya se llegó a un acuerdo en la Cámara de Representantes. Entonces, podemos hacer un 
esfuerzo para tratar de llegar a una mejor solución, pero no va a ser perfecta para todos. 


Reitero que no sería bueno que hiciéramos el esfuerzo y después la oposición, con todo 
derecho, no acompañara porque no es una solución perfecta. Eso dejaría a los integrantes de la 
Comisión en una situación incómoda, ya que uno de los argumentos que nosotros manejamos es que 
el proyecto va a ser acompañado no solo por la mayoría del Gobierno. 


SEÑOR DA ROSA.- El señor Senador Michelini sabe que yo no me caracterizo por ser intransigente; al 
contrario, siempre considero que la política es el arte de la negociación. Por tanto, conmigo es con el 
que menos va a tener problemas en ese sentido; yo me avengo a buscar soluciones. Simplemente 
estoy planteando las distintas opciones que se pueden presentar y digo que, según el camino que se 
tome, tiene que haber una cierta coherencia interna en la solución que se adopte. No estoy diciendo 
que si no se está de acuerdo con esto no lo vamos a votar. 


SEÑOR ROSADILLA.- En la medida en que el señor Senador Michelini, en su primera intervención, 
había planteado una cuestión de procedimiento para la sesión de hoy, no traje el tema a colación, pero 
quiero decir que, luego de una conversación con el Poder Ejecutivo, iba a proponer un posible artículo 
21, sobre competencias. 


El Poder Ejecutivo, en la tarde de ayer, nos acercó una redacción para el artículo 21, que dice 
lo siguiente: “Los Jueces de Faltas, así como los Jueces de Paz Departamentales del interior, 
entenderán en materia de faltas”. En este caso no estaba definido el tema de las competencias y esta 
es la propuesta que a la hora 16 y 36 de ayer me llegó. Creo que es correcto, antes de tener una visión 
más armónica de todo el procedimiento, considerar los artículos que habíamos desglosado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten los señores Senadores, quisiera hacer un comentario más 
todavía sobre estos temas que hemos venido considerando y que es el siguiente. No olvidemos que 
aquí el indagado va a tener que contar con un defensor, que algunas veces será un defensor particular, 
pero en la mayoría de los casos va a ser un defensor de oficio. Por supuesto, va a tener que estar el 
representante del Ministerio Público y va a tener que haber un defensor. Esto plantea una serie de 
problemas prácticos y hay que considerarlo también cuando se piensa en la competencia, porque los 
defensores funcionan -como sabemos- en un régimen de turnos, que hace que el defensor de turno 
esté afectado a la atención de determinadas sedes judiciales durante su turno. Una cosa es que el 
defensor, además de atender tantos y cuantos casos que están en el Juzgado Penal donde él actúa, 
tenga que atender otro caso por faltas pero en la misma sede física o donde están los Juzgados 
Penales -que están concentrados, los más de ellos- y otra es que tenga que salir del ámbito físico, 
territorial, donde normalmente actúa y desplazarse a una audiencia en un Juzgado de Paz o en otro 
Juzgado distinto, a una distancia equis. Esto es problemático en Montevideo y puede serlo también en 
el interior. Lo planteo para que se tenga en cuenta. En el plano de las soluciones no perfectas pero 
prácticas, me parece que es un factor que tenemos que manejar cómo hacemos para que estén en la 
audiencia los que tienen que estar. Podemos decir que deberán encontrarse presentes el Ministerio 
Público y la defensa y que de lo contrario es todo nulo, pero ¿cómo hacen para ir? 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quiero dejar también una constancia. Me parece que este es un proyecto con 
una visión netamente urbana del problema, metropolitana, y que en el interior es de dificilísima 
aplicación, porque aun con la solución que plantean algunos señores Senadores de que sean los 


Juzgados de Paz los que intervengan, hay que pensar que en el interior del país las distancias son 
bastante grandes. Por ejemplo, Paso Pereira, en el límite entre Tacuarembó y Cerro Largo, está a 150 
kilómetros de Melo y a 80 kilómetros de Tupambaé, donde no sé si hay Juzgado. Y, de acuerdo con el 
artículo 1%, si en una feria ganadera un borracho insulta a un policía, hay que llevarlo. ¿Quién lo lleva a 
Melo o a Tupambaé? ¿Se va a dedicar la única camioneta policial que hay en la Seccional 9*? para que 
vayan a llevar a un borracho para ver si le aplican una sanción de dos días de trabajo comunitario? 
Además, ¿en dónde lo va a hacer? En Paso Pereira no hay plaza, no hay calles, no hay veredas. ¿Lo 
van a trasladar todos los días a Tupambaé para que vaya a barrer la plaza? 


Voy a votar este proyecto porque el Poder Ejecutivo lo pide y porque creo que es una 
solución para los problemas que tenemos en la región metropolitana, pero tendremos que buscar una 
solución que torne práctica esta cuestión, sobre todo aquí, en Montevideo. En el interior será muy difícil 
de implementar -tal como lo dijo algún miembro de la propia Suprema Corte de Justicia- porque los 
Fiscales no salen de la capital departamental, porque no es fácil coordinar y también por lo que 
significa este artículo, dado que si falta una de las partes a la audiencia, el proceso queda nulo. 
Entonces, me parece que habrá dos categorías: la de quienes cometen faltas en Montevideo y la de 
aquellos que cometen faltas en el interior, que recibirán tratamientos diferentes. 


SEÑOR MOREIRA.- En varias ciudades del departamento de Colonia tenemos Juzgados Letrados; por 
lo tanto, estoy seguro de que esto se va a aplicar. Sé que en Maldonado también se va a aplicar. 


(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar al tratamiento de los artículos que fueron desglosados. Si 
a los señores Senadores les parece oportuno, a fin de refrescar la memoria vamos a pedir que sean 
leídos por Secretaría. 


(Apoyados.) 


-Léase el artículo 1*. 


(Se lee:) 


“Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 360 del Código Penal, en la redacción dada por el 
artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, y con las modificaciones introducidas 
por los artículos 9%, 10 y 11 de la Ley N* 17.951, de 8 de enero de 2006, y por el artículo único de la 
Ley N?* 18.103, de 12 de marzo de 2007, por el siguiente: 


'ARTÍCULO 360.- Será castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo 
comunitario: 


(Provocación o participación en desorden en un espectáculo público).- El que, en un espectáculo 
público de cualquier naturaleza, al ingresar, durante el desarrollo del mismo o al retirarse, provocare 
desorden o participare de cualquier manera en él y siempre que el mismo no constituyere riña u otro 
delito. 


(Agravio u omisión de asistencia a la autoridad).- El que efectuare agravios a la autoridad 
legítimamente investida o no le prestare el auxilio que esta reclame, en caso de incendio, naufragio, 
inundación u otra calamidad pública. 


(Venta o comercialización no autorizada de entradas para espectáculos públicos).- El que, con motivo o 
en ocasión de un espectáculo público, independientemente de su naturaleza, vendiere o comercializare 
de cualquier forma entradas para los mismos sin la autorización otorgada en forma fehaciente por su 
organizador, con la intención de obtener un provecho para sí o para un tercero. 


En todos los casos se procederá a la incautación de las entradas aún no comercializadas y que se 
encontraren en poder del autor. 


La misma será llevada a cabo por la autoridad competente. 


Constituye circunstancia agravante el hecho de que el agente fuere personal dependiente del 


organizador de la comercialización de dichas entradas”. 


-En consideración. 


SEÑOR ROSADILLA.- Siempre que ello no dé lugar a debate, propondría que en el numeral 2) se 
dijera: “El que agraviare a la autoridad” y no “El que efectuare agravios a la autoridad”. 


Por otro lado, no logro entender cabalmente la frase que dice “La misma será llevada a cabo 
por la autoridad competente”, que figura en el numeral 3), ya sobre el final del artículo. No me queda 
claro si refiere a la incautación de las entradas. No sé si todos entendemos lo mismo. 


VARIOS SEÑORES SENADORES.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- El numeral 2), al decir “El que efectuare agravios a la autoridad legítimamente 
investida”, nos coloca en una zona muy fronteriza con la comisión del delito de desacato frente a la 
autoridad del Juez o de la policía. Aquí se habla de “la autoridad legítimamente investida” y me imagino 
que esto refiere a que, supongamos, un Diputado -ya no hablamos del Juez o de la policía-, un 
Intendente o un Edil, que son autoridades legítimamente investidas, en caso de que hubiere agravios 
fueren pasibles de esta falta. Hago esta aclaración porque la redacción extiende el alcance de lo que 


es normalmente el delito de desacato -que se comete cuando se ofende la autoridad de la policía o del 
Juez-, pues en este caso se habla de “la autoridad legítimamente investida”, es decir, de cualquier otra 
autoridad. 


También se me plantea otra duda, porque el concepto “agravio” es muy amplio. Es decir, si 
mañana se critica en términos muy duros a un Edil, por ejemplo -para no citar a ningún parlamentario-, 
se puede estar incurriendo en esa falta. 


La redacción del numeral 2) me plantea dudas y, por tanto, me inclinaría por votar la parte 
que dice: “no le prestare el auxilio que esta reclame, en caso de incendio, naufragio, inundación u otra 
calamidad pública”, porque me parece lógica y trata de un hecho objetivo. Ahora bien, la primera parte 
que tiene que ver con agraviar a la autoridad legítimamente investida me genera dudas en cuanto al 
excesivo alcance que puede tener en manos de un Juez que de pronto tenga un criterio muy amplio y 
entonces a alguien que se le va un poco la mano en la critica a un Edil, a un Diputado, a un Intendente 
O a cualquier autoridad en el plano político, mañana se le pueda decir: “Usted agravió a una autoridad 
legítimamente investida electa por el pueblo que está ejerciendo funciones como tal a nivel 
departamental o nacional”. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Por qué tiene que ser electa por el pueblo? 


SEÑOR DA ROSA.- No, no, que sea “legítimamente investida”. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Esto puede dar la impresión de que estamos votando una norma para 
protegernos a nosotros mismos. Hay que tener cuidado con eso. Después de esta discusión, de estos 
elementos que aporta el señor Senador Da Rosa, quien lea la versión taquigráfica puede decir: “Estos 
se votaron esta norma para que nadie critique”. 


Entonces, estamos en un terreno peligroso, por lo que sería conveniente buscar una 
redacción un poco más precisa que excluya a las personas o a las autoridades que ha mencionado el 
señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR MOREIRA.- Ahora se me genera la duda, porque el proyecto de ley del Poder Ejecutivo dice: 
“El que faltare el respeto a la autoridad”. No habla de “la autoridad legítimamente investida”. Esta 
expresión parece invocar la representación mediante voto popular. El que agravia a un policía o el que 
comete una falta contra un funcionario público que lo está atendiendo en una baranda y lo insulta, ¿no 
comete una falta? Me parece que sí. Creo que no solo los electos deben ser amparados por esta 
norma, sino también los funcionarios policiales en particular, por ejemplo, y los funcionarios públicos 
que estén cumpliendo sus tareas en un mostrador. 


En el Código Penal vigente también se alude al que faltare el respeto a la autoridad, pero no 
menciona para nada lo de “legítimamente investida”. Me quedo con “autoridad”, no con “legítimamente 
investida”. El que está designado como funcionario público, ¿es una investidura legítima? Yo pondría 
“autoridad” porque me parece que es mucho más genérico y puede abarcar más situaciones, ya que al 
Juez le puede caber esa duda. Así lo tiene el Código Penal y así lo mandó el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MICHELINI.- Si observamos bien, el artículo 1* del proyecto del Poder Ejecutivo introduce una 
modificación porque no hace referencia a la multa, establece el trabajo comunitario y, además, elimina 
una serie de faltas -cabe aclarar que actualmente todas ellas habían caído en desuso-, dejando 
vigentes, con la redacción original, las que le parecieron importantes, lo que no necesariamente quiere 
decir que estén bien. Concretamente, se elimina el numeral 2) del artículo 360 del Código Penal 
vigente, que expresa: “2) (Provocación o participación en reuniones contrarias al reposo de las 
poblaciones). El que promoviese o tomase parte en cencerradas o reuniones tumultuosas con ofensa 
de alguna persona, o menoscabo del sosiego público”. Si quisiéramos dejar esto como una falta, se 
plantearía un problema grande. 


También elimina el numeral 3) del mismo artículo: “Contravención a las disposiciones dictadas 
por la autoridad para garantir el orden”. El mismo proyecto del Poder Ejecutivo deja vigente el numeral 
4) que, con la misma redacción, pasa a ser numeral 2) y, si no me equivoco, en el numeral 1) del 
proyecto aprobado por la Cámara de Representantes se mantiene prácticamente la misma redacción 
que envía el Poder Ejecutivo, que es igual a la que figura en el Código vigente. 


Por su parte, en el proyecto del Poder Ejecutivo no se incluyeron los numerales 2) y 3) del 
Código vigente y, como ya dije, se convierte al numeral 4) en numeral 2) mientras que, en el texto de la 
Cámara de Representantes, se unifica en su numeral 2) lo previsto en los numerales 2) y 3) del 
proyecto del Poder Ejecutivo que, a su vez, eran los numerales 4) y 5) del Código vigente. Además, 
suprime una cantidad de faltas, que si no me equivoco, son las previstas en los siguientes numerales: 
6) Omisión de indicaciones sobre la identidad personal; 7) Destrucción o deterioro de escritos o dibujos 
colocados por orden de la autoridad; 8) Negativa a recibir moneda de curso legal; 9) Circulación 
de moneda y títulos de créditos públicos falsos, recibidos de buena fe; 10) Omisión en denunciar 
hechos delictuosos, conocidos profesionalmente. La falta prevista en el numeral 11) pasa a figurar en 
el numeral 4) del proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo, que se transforma en numeral 3) en el 
texto aprobado por la Cámara de Representantes. 


En resumen, en primer lugar, tanto en el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo como 
en el aprobado por la Cámara de Representantes se eliminan las multas y se mantienen una serie de 
faltas que están en el Código Penal. El proyecto de ley que viene de la Cámara de Representantes 
incluye, en su numeral 2), las que figuran en los numerales 2) y 3) del proyecto del Poder Ejecutivo. 
Tendríamos que resolver si tomamos la propuesta del Poder Ejecutivo u optamos por la de la Cámara 
de Representantes, con el detalle no menor en cuanto a la expresión “legítimamente investida”. 
Comparto lo expresado por el señor Senador Nin Novoa en el sentido de que no hay confusión, pero si 
la hubiera no hay inconveniente en resolverla. 


Reitero: creo que debemos resolver si aprobamos el artículo con el numeral 2) de la Cámara 
de Representantes u optamos por la propuesta del Poder Ejecutivo y mantenemos los numerales 2) y 
3). 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto del Poder Ejecutivo conserva la redacción del Código Penal 
vigente, con cambios solamente en la numeración. Tratándose de una legislación probada a través del 
tiempo, que no ha generado dificultades -podrá haberle faltado aplicación práctica, pero eso depende 
de la voluntad política que esté atrás-, no veo la necesidad de cambiar por otras fórmulas, como la que 
se sancionó en la Cámara de Representantes, que genera todos estos problemas que hemos 
comentado. Sería partidario de mantener la propuesta del Poder Ejecutivo. 


Si los señores Senadores están de acuerdo podemos votar por inciso el artículo 1%, ya que 
algunos no presentan dificultades pero otros sí. 


SEÑOR MICHELINI.- Propongo votar todo el artículo 1? salvo el numeral 2), que podemos desglosar 
para tener tiempo de hacer algunas consultas. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que hay que mantener “agraviar a la autoridad”, pero no decir 
“legítimamente investida” porque eso, a mi juicio, generaría muchas dudas. Podemos dejar “El que 
faltare el respeto a la autoridad sin llegar a la injuria” y luego pasar a “o no le prestare el auxilio que 
este reclame en caso de incendio, naufragio, inundación u otra calamidad”, para no hacer dos incisos. 
Reitero que dejaría el inicio propuesto por el Poder Ejecutivo, donde dice: “El que faltare el respeto a la 
autoridad sin llegar a la injuria” y continuaría señalando “o no le prestare el auxilio que esta reclame en 
caso de incendio, naufragio, inundación u otra calamidad”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la redacción del Poder Ejecutivo se habla de faltar el respeto. Es una 
redacción que viene del Código Penal. 


SEÑOR MOREIRA.- Se trata de faltar el respeto sin llegar a la injuria y también habría que incluir lo 
relativo a que no le prestare el auxilio que esta reclame. Podemos juntar los dos, pero lo que tiene que 
ver con “no cumpliere lo que esta ordenare” creo que no habría que dejarlo, porque me parece 
demasiado; estaríamos ante el caso, por ejemplo, de alguien que dice que no quiere pagar cuando un 
funcionario público le hace saber que tiene que hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. El sentido de estas prevenciones del numeral 2) en el Código vigente es que 
ciertas conductas pueden no llegar a ser delito, pero igualmente son reprochables: si no se llega a la 
injuria, faltarle el respeto a la autoridad y, si no hubiere desacato o desobediencia abierta, que se tenga 
una actitud que, en definitiva, menoscabe el respeto a la autoridad. Eso es lo que se trata de 
salvaguardar. En algunos casos servirá para cumplir esa finalidad y fortalecer el respeto debido a la 
autoridad y, en otros, para que el Juez que no quiere procesar por injuria -ya que de pronto el individuo 
tiene una causa anterior y si tiene que procesarlo por desacato debe mandarlo preso-, pueda rebajar el 
delito a la categoría de falta, es decir, determinar que está ante la falta establecida en el artículo 360 y 
no frente al delito de injuria o de desacato. Personalmente, creo que es sabio que eso quede así; 
insisto, viene del Código Penal de 1934 y no ha generado problemas. Pienso que es una válvula de 
escape para ciertas situaciones y lo mantendría así. 


Podemos votar todo el artículo 1%, desglosando el numeral 2) del artículo 360 tal como viene 
de la Cámara de Representantes para resolverlo posteriormente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1% del proyecto de ley, salvo el 
numeral 2) del artículo 360. 


(Se vota:) 


-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aplazado el tratamiento del numeral 2) del artículo 360 en la redacción dada en el 
artículo 1. 


Se pasa a considerar el artículo 2*. 


Léase. 


(Se lee:) 


“Artículo 2*.- Agrégase como artículo 360 bis al Código Penal, el siguiente: 


“Artículo 360 bis.- Si las faltas previstas en el numeral 1? del artículo 360 se cometieren en ocasión o 
con motivo de la disputa de un evento deportivo de cualquier naturaleza, se aplicará como pena 
accesoria la prohibición de concurrir a eventos deportivos por un plazo máximo de doce meses. En 
caso de que el inculpado registrare antecedentes como infractor por violencia en espectáculos 
públicos, el referido plazo tendrá un mínimo de doce meses y un máximo de veinticuatro meses. 


A los efectos del cumplimiento de esta medida, el Juez dispondrá que el imputado deba 
comparecer ante la Seccional Policial más próxima a su domicilio o cualquier otra dependencia policial, 


donde permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos horas antes del inicio del evento 
deportivo y hasta dos horas después de su culminación. 


Si el imputado no se presentase en el lugar y horario indicados sin mediar motivo justificado, 


en las fechas sucesivas será conducido por la fuerza pública”. 


-En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Prevengo que hay disposiciones vigentes en la ley referida a la erradicación de la 
violencia en el deporte que se sancionó en la Legislatura pasada y por eso me gustaría tenerla a la 
vista en este momento. Es más, la estuve leyendo y allí se tipifican estos delitos y se prevé la 
concurrencia a la Seccional, cosa que nunca se efectivizó. Entonces, hacer efectivo lo que se plantea 
aquí es tremendamente difícil, tal como lo planteó el Ministerio del Interior en múltiples oportunidades. 
Pensar que se puede conducir a una Seccional a quien cometió esa clase de falta no es cosa fácil. 


Cuando se trató la ley correspondiente a la erradicación de la violencia en el deporte se 
trabajó mucho en ese tema y participaron los clubes, el Ministerio del Interior y la AUF. Por tanto, hay 
una norma prácticamente idéntica a esta que nunca se cumplió. Reitero que me gustaría tener sobre 
la mesa esa ley para ver los tipos delictivos que allí figuran, porque sé que son más de uno. Repito: 
esta ley está vigente, pero nunca se aplicó; por eso digo que es de muy difícil puesta en práctica. 


Por otra parte, aquí se habla de la prohibición de concurrir a eventos deportivos. Si la persona 
comete un delito en el fútbol, ¿no puede ir al basquetbol, al voleibol, al handball, es decir, a ningún 
evento deportivo? 


SEÑOR NIN NOVOA.- Está bien. 


SEÑOR MOREIRA..- El tema central es cómo hacer cumplir la pena. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señalo que el gran problema práctico es el que resulta del inciso segundo del 
artículo 360 bis. La disposición dice lo siguiente: “A los efectos del cumplimiento de esta medida, el 
Juez dispondrá que el imputado deba comparecer ante la Seccional Policial más próxima a su domicilio 
o cualquier otra dependencia policial, donde permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos 
horas antes del inicio del evento deportivo y hasta dos horas después de su culminación”. 


SEÑOR MOREIRA.- A eso me refería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El problema que surge es el siguiente: ¿cuál es el evento deportivo? Si va a 
estar en la Seccional cada vez que hay un partido de algún deporte, se instala allí a vivir, y eso no se 
puede hacer. Entonces, esta medida no es aplicable. Se podría ir hacia una redacción más precisa y, 
por ejemplo, establecer que tendrá que ir a la Seccional cuando juegue su equipo, pero esto no figura 
en el inciso primero, por lo que habría que agregarlo. 


SEÑOR MOREIRA.- La otra ley hace referencia a ese tema. 


SEÑOR MICHELINI.- Se trata del evento deportivo que el Juez determine. Por ejemplo, una persona 
provoca problemas cuando juega la selección uruguaya. En ese caso, el Juez puede determinar que 
esa persona no puede ir cuando juega la selección uruguaya, y también su cuadro, porque 
notoriamente es un violento. También puede ocurrir que una persona vaya, por ejemplo, a partidos de 
basquetbol independientemente de si juega su cuadro o no. Por tanto, quien debe determinar la pena 
tiene que ser el Juez. Lo que se intenta con esto es la erradicación de los violentos de los eventos 
deportivos. Podemos analizar la redacción, pero le daría la potestad al juez y no lo incluiría en la ley. 
Por ejemplo, el juez le prohíbe a una persona ir a ver a su cuadro de fútbol, pero como percibió que es 
una persona violenta y, además, concurre a eventos de básquetbol, toma eso en cuenta. A su vez, 
también puede tener algún antecedente anterior a esta ley. Me parece que deberíamos dejarle un 
margen al juez que le permitiera decir, por ejemplo, “este mes usted no puede concurrir a ningún lugar”. 


(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores me permiten, quisiera volver a lo que es mi punto 
de apoyo en todo el razonamiento. Parto de la base de que estamos ante una cuestión de naturaleza 
penal y, por consiguiente, entiendo que debe haber un registro de faltas y que el Instituto Técnico 
Forense, así como lleva el registro de los procesamientos por delitos y de las sanciones que recaen, 
deberá abrir una sección Registro de Faltas. Creo que cuando los jueces vinieron aquí nos señalaron 
que no hay un registro de faltas y esta puede ser la oportunidad para crearlo, no como una institución 
nueva, sino simplemente como una sección en el Instituto Técnico Forense, lo cual no creo que 
presente mayores dificultades. 


SEÑOR MICHELINI.- Habría que poner un artículo al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Teniendo en cuenta las dificultades que hay en esta materia de espectáculos 
deportivos -en alguna oportunidad el señor Senador Moreira se explayó sobre esto y fue muy claro 
respecto de la dificultad que hay para aplicarlo-, lo que me parece más práctico es lo siguiente. Al 
individuo que cometa alguna de estas faltas en un espectáculo deportivo se le aplicará la sanción 
prevista para todas las faltas, es decir, el trabajo comunitario. Ahora bien, el que después de haber 
incurrido en una falta en un espectáculo deportivo vuelve a hacerlo dentro de un plazo determinado - 


cinco años, que es el plazo normal de la reincidencia-, comete un delito. Tal vez será uno de los que ya 
existe -lo tendremos que analizar- u otro que crearemos acá, pero ahí pasamos de la falta al delito y no 
implicará presentarse en la Seccional, que sabemos que no se cumple, sino que se hará una 
advertencia: “Señor: esta es la primera, se registra y si vuelve a hacer lo mismo, va preso”. Creo que 
esto puede ser eficaz. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que eso está previsto en la ley de erradicación de la violencia en el deporte. 


SEÑOR ROSADILLA.- Con respecto al tema que estamos tratando ahora, sobre la actitud que podría 
tener la medida de interponer la prohibición a concurrir a espectáculos públicos y qué podría significar 
eso, quiero decir que en el Código Penal vigente hay una redacción que, por un lado, es más amplia, 
pero después precisa que eso queda a criterio del juez. Allí se dice: “el Juez establecerá como medida 
cautelar la prohibición de concurrir a eventos deportivos de cualquier tipo, tanto aquellos en los que 
participe alguno de los equipos que hubieren actuado en el espectáculo en cuestión, como a cualquier 
otro espectáculo de ese mismo deporte, a su criterio”. Es decir que cuando el juez toma la resolución 
dice, por ejemplo, “no puede ir al tenis, al voleibol, ni al fútbol”, “no puede ir a ningún espectáculo 
futbolístico” o “no puede ir donde juega Peñarol o Bella Vista”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio no estaríamos en condiciones de votar este artículo en el día de 
hoy, pero lo dejo a criterio de los miembros de la Comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Confieso que me gusta la fórmula presentada por el señor Senador Rosadilla y 
una vez que tengamos la ley que mencionaba el señor Senador Moreira, lo podríamos completar. 
Mientras tanto tendremos tiempo de reflexionar un poco más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, el artículo 22 se mantendrá desglosado. 


Léase el artículo 4 


(Se lee:) 


“Artículo 4*.- Sustitúyese el artículo 364 del Código Penal, en la redacción dada por el 
artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: “Artículo 364.- Será 
castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo comunitario: 


(Infracción de las disposiciones sanitarias relativas a la conducción y enterramiento de cadáveres).- El 
que infringiere las disposiciones sanitarias, relativas a la conducción e inhumación de cadáveres. 


(Infracción de la disposición sanitaria destinada a combatir las epizootias).- El que infringiere las 
disposiciones sanitarias relativas a la declaración y combate de las epizootias. 


(Arrojar desperdicios en lugares no habilitados).- El que arrojare o esparciere basura en la vía pública o 
en lugares inapropiados o no destinados a esos efectos específicos, ensuciando el entorno. 


(Vandalismo con los depósitos de basura).- El que provocare daño, deterioro, rotura o incendio en los 
depósitos de basura”. 


-En consideración. 


Recuerdo que aquí las observaciones estaban referidas fundamentalmente a los numerales 
3) y 4). Con relación al numeral 3), el doctor Langón formuló algunas observaciones, entre ellas, se 
preguntaba si quiere decir lo mismo el término “desperdicios” -que figura en el epígrafe- que “basura”, 
que se utiliza luego en el texto de la disposición. Además, señaló que la referencia final del numeral, 
esto es, “ensuciando el entorno”, iba a complicar mucho la aplicación práctica de la figura. 


SEÑOR ROSADILLA.- En el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo está expresado diferente, 
salvándose esos obstáculos. Allí, en el epígrafe del numeral 1), se dice: “Arrojar basura o 
desperdicios”. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que el texto propuesto por la Cámara de Representantes es más completo 
en el sentido de que o alguien puede tirar basura o esparcirla sin haberla tirado; esto es, la basura no 
es suya pero la puede esparcir. 


Más allá de los problemas de basura que pueda haber, tenemos el problema de que hay 
gente que ensucia adrede; serán muchos o pocos, pero ensucian adrede. 


Independientemente de que estoy en condiciones de votar el artículo tal como viene de la 
Cámara de Representantes, quiero decir que la única duda que tengo está referida al numeral 4) y 
consiste en saber si quien incendia un depósito de basura no tendría que tener una sanción mayor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso sería un delito de daño. 


SEÑOR MICHELINI.- Justamente, la duda que me genera es por el término “daño”. Por la vía de este 
numeral 4), ¿los Jueces no podrán entender que estamos derogando la cuestión del daño? Quizá la 
redacción debería expresar: “El que provocare deterioro, rotura o incendio en los depósitos de basura”. 


Una situación es la de aquella persona que provoca un deterioro, una rotura e, incluso, un 
incendio, porque tira un cigarrillo encendido -para no tirar basura en la calle- en un contenedor y se 
prende, y otra, la de quien ex profeso genera daño. Entonces, no sé si estamos en condiciones de 
analizar la norma penal con respecto al daño, pero tengo temor de que una cosa sustituya a la otra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La norma penal sobre daño está en las disposiciones citadas que figuran en el 
repartido. 


Si incluimos como falta lo que está previsto como delito, evidentemente, lo que estamos 
haciendo es disminuyendo el rigor del tratamiento punitivo. En lugar de aumentar la represión para 
enfrentar un problema que todos sabemos que existe, lo que estamos haciendo es una simplificación. 
Todos los defensores de imputados de daños dirán que, en realidad, no cometieron delito, sino falta. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Eso es lo que sucede con el numeral 2), “Infracción de la disposición sanitaria 
destinada a combatir las epizootias”, ya que algo que puede ser de gravísimo riesgo para el país es 
penado con una multa o prisión equivalente y ahora estamos imponiendo un trabajo comunitario. 
Imagínense qué sucedería si alguien no respeta las disposiciones para prevenir la aparición de la 
encefalopatía espongiforme bovina -la llamada “vaca loca”- o la aftosa y el Uruguay se ve sometido a la 
aparición de una epizootia de esas características. No digo nada si esto está vinculado a la salud 
humana, que es mucho más grave. Sin embargo, le cambiamos la pena de multa o prisión por la de 
trabajo comunitario, por el barrido de una plaza. Me parece que esta es una situación similar a la 
planteada por el señor Presidente. 


SEÑOR ROSADILLA.- Es una situación parecida a lo sucedido con el tema de las armas, que 
eliminamos lo que venía en el artículo 5*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación al numeral 3), propondría lo siguiente. Por un lado, en lugar de 
poner “arrojar desperdicios”, pondría “arrojar basura”, de manera de superar uno de los problemas 
señalados por el doctor Langón. Por otro, eliminaría el giro final, “ensuciando el entorno” porque, de lo 
contrario, la discusión se hace eterna, ya que cabe preguntarse qué es ensuciar el entorno, si se puede 
ensuciar un entorno que ya estaba sucio, etcétera. Si realmente queremos reprimir esto -yo creo que 
hay que hacerlo-, me parece que hay que cortar por lo sano. 


Entonces, el numeral 3) quedaría redactado de la siguiente manera: “3) (Arrojar basura en 
lugares no habilitados).- El que arrojare o esparciere basura en la vía pública o en lugares inapropiados 
o no destinados a esos efectos específicos”. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Así venía del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MICHELINI.- En la Cámara de Representantes se le agregó “o esparciere”. Eso me parece 
bien; además, el señor Presidente lo leyó con esa inclusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, estarían en discusión los numerales 2) y 4), es decir, los referidos a 
la infracción de la disposición sanitaria destinada a combatir las epizootias y al vandalismo. 


SEÑOR MICHELINI.- Con respecto al numeral 3) no habría discusión si lo votamos con la redacción 
dada por el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4%, con excepción de 
los numerales 2), 3) y 4). Después votamos el 3) con la modificación planteada. 


(Se vota:) 


-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El numeral 3) quedaría con la siguiente redacción: “3) (Arrojar basura en lugares no 
habilitados).- El que arrojare o esparciere basura en la vía pública o en lugares inapropiados o no 
destinados a esos efectos específicos”. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer una pregunta: ¿el término basura contiene el de desperdicios? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el sentido natural y obvio es ese. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 3) con la modificación propuesta. 


(Se vota:) 


-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Quedan desglosados los numerales 2) y 4). 


SEÑOR NIN NOVOA.- Propongo la eliminación del numeral 2) del artículo 4*. 


SEÑOR ROSADILLA.- Creo que sería conveniente desglosar todo el artículo, para realizar las 
consultas correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda desglosado, entonces. 


SEÑOR DA ROSA.- Comparto la idea -creo que la planteó el señor Senador Michelini- de que ubicar el 
daño entre las causales de la comisión de esta falta colide con lo que está establecido en el Código 
Penal. Ahora bien, la pregunta de sentido común -aquí abandono mi condición de abogado- es si 
registramos antecedentes de jueces que hayan procesado por el delito de daño a gente que incendia 
los contenedores de basura. Me parece que los jueces consideran que no da para aplicar una sanción 
penal a quienes prenden fuego los contenedores; por lo menos yo no he leído muchos casos de gente 
que haya sido penada por esta causa. Y este es un problema muy serio y que está, sobre todo en las 
ciudades, bastante extendido. Insisto: estamos ante un problema grave y no he visto que en estos 
casos se aplique la sanción penal correspondiente. Por eso lo planteo a título de reflexión, para que 
pensemos si es conveniente eliminar la palabra “daño” de la definición de la tipificación de la falta en el 
numeral 4). 


SEÑOR MICHELINI.- El tema crucial es si se realiza ex profeso o no, si se hace con voluntad 
sistemática o no. A mi juicio, si alguien daña involuntariamente, se le debe aplicar un castigo de trabajo 
comunitario, pero cuando alguien sistemáticamente va por los contenedores incendiándolos -y la 
información que tengo es que hay gente que sí lo hace-, creo que no corresponde aplicarle solamente 
una pena de trabajo comunitario. Entonces, este numeral 4) debería dejar bien en claro que no hay una 
actitud sistemática de dañar los contenedores. Por ejemplo, si una persona incendia cuatro 
contenedores en una noche, creo que no es suficiente una pena de trabajo comunitario. 


Si con esto estuviéramos derogando -aun parcialmente- el artículo 358 para que los jueces 
pasaran a aplicar este numeral, estaríamos cometiendo un error gravísimo. Si la Comisión comparte 
este criterio, habría que ver cómo podemos redactar el texto. Podría emplearse la expresión “sin 
perjuicio”, o quizás suprimirse la palabra “daño”; lo importante es que quede muy clara la diferencia 
entre ambas cosas. 


Ahora bien; independientemente de la cuestión de los jueces o de que esto sea denunciado, 
tengo conocimiento de que en la Intendencia de Montevideo hay preocupación porque en algunos 
casos los incendios de los contenedores son hechos ex profeso. Entonces, si encuentra a los 
responsables, hará las denuncias penales correspondientes. De manera que derogar esto significaría 
eliminar una herramienta legal que es muy importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debo advertir que existe una diferencia práctica importante entre el delito de 
daño y esta previsión sobre la falta. El daño se persigue a instancia de parte, lo que no ocurre con la 
falta, que puede perseguirse de oficio. Entonces, la cuestión de la instancia de parte puede dar lugar a 
dilaciones, demoras y, en definitiva, a que el proceso no se inicie debido a que no aparece -no aparece 
en debida forma o no lo hace oportunamente- el denunciante, acreditando su condición de tal. En 
cambio, tratándose de una falta, se podrá proceder inmediatamente. 


En consecuencia, habría que articular las dos hipótesis, es decir, determinar qué pasa 
cuando se actúa por falta y luego que el damnificado pueda comparecer ante la Justicia Penal y 
presentar denuncia. Habría que disponer las cosas de manera tal que la actuación por falta no 
perjudique el derecho del damnificado a pretender la sanción penal si corresponde. 


En cuanto a la hipótesis planteada por el señor Senador Michelini, digo que, obviamente, eso 
es muchísimo más grave que cualquier falta. Personalmente creo que debe estar previsto, de alguna 
manera, en la legislación vigente; en todo caso, tendríamos que estudiarlo porque seguramente se 
encuadre dentro de algún delito de los hoy existentes. En síntesis, pienso que no deviene por el hecho 
de modificar el numeral en cuestión -que, en su papel de castigar una falta, me parece que está 
correcto- y debe tener otra repercusión, ya a nivel del Código Penal. 


SEÑOR ROSADILLA.- Concuerdo con el criterio expresado por el señor Presidente. La destrucción 
de contenedores se da por diferentes causas; muchas veces, sencillamente por algo que en general 
nos es muy difícil de entender, que es el daño por el daño mismo, como ocurre también en las 
unidades de transporte, en los teléfonos públicos, en los árboles que crecen en la playa, o donde fuere. 
Reitero: es el daño por el daño en sí mismo. 


Otras veces se da por descuido o por impericia de quienes hacen la tarea de reciclaje y 
escogen, entre la basura, cosas que puedan ser de utilidad. Estas personas, para iluminarse -o por 
distintos motivos- prenden fuego y después no lo apagan bien. 


También hay gente que, ante al desborde permanente del contenedor que está frente a su 
propiedad, cree sencillamente que prendiéndolo fuego puede eliminarlo. Esto también es una causal y 
hay que reconocerlo, porque si no, no estamos viendo la realidad, sino que estamos tapándonos con 
una frazada. 


Por último, puede haber, también -¿por qué no?; al menos quien habla no está en 
condiciones de poder afirmar que no es así-, personas que en forma deliberada y organizada lleven 
adelante una actividad de este tipo. Como es obvio, no soy profesional en el tema, pero pienso que 
para esa gente existe una figura tipificable, que es la asociación para delinquir. Si me organizo para 
cometer un delito, y lo llevo adelante de manera planificada, organizada y reiterada, se me ocurre que 
cabe esa figura, pero si no fuera esa, alguna otra debe haber. 


Por otro lado, la enorme mayoría -si no todos- de quienes pueden caer en esta figura 
difícilmente sean alcanzables por una multa de 20 a 900 unidades reajustables porque, en realidad, 
van a poder demostrar que no están en condiciones de afrontar esa pena. No hay forma de hacerse de 
ninguna unidad reajustable; en cambio, creo que la nueva forma de penar las faltas es más accesible. 


En este caso, con las modificaciones o precisiones que sea del caso hacer, habría que 
ajustar el delito de falta en la versión del Poder Ejecutivo o en el proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes, que está bien. Lo mencionado por el señor Senador Michelini 
seguramente cae en otro tipo de situación de delito claro. Ahora no soy capaz de afirmarlo, pero en el 
Código Penal seguramente debe haber algo que lo penalice expresa y gravemente. 


SEÑOR MICHELINI.- En principio, las intervenciones del señor Presidente y del señor Senador 
Rosadilla me persuaden de que tendría que haber un numeral 4) con una redacción que contemple 
esos aspectos, porque la actual no me convence. En el artículo 358 hay una frase que dice: “cuando el 
hecho no constituya delito más grave”. No digo que haya que incluirla exactamente así, pero me 
parece que si se estudia un poco más alguna otra norma, podríamos dejar en claro para los jueces y 
los abogados defensores que se trata de situaciones diferentes. Quiero rescatar que cuando hay una 
cuestión sistemática de deterioro o de incendio se irá por otra figura penal y no por el trabajo 
comunitario. 


Con respecto a los contenedores de basura, me parece bien que este numeral 4) sustituya 
en parte el artículo 358 -no lo deroga, porque este artículo es mucho más amplio y comprende otro 
aspectos- por el tema de las faltas, como lo fundamentaron el señor Presidente y el señor Senador 
Rosadilla. No sé si es esa figura, es decir, “cuando el hecho no constituya otro delito más grave”, 
aunque va de suyo en todas las otras faltas, porque un delito más grave ya no encuadra en eso, “pero 
aun cuando en esto sea redundante, me gustaría que se incluyera una frase similar. Incluso, se podría 
invocar esa expresión en un artículo que diga, por ejemplo: “cuando el delito no constituya la figura 
prevista en tal artículo penal”. Me parece que de ese modo la redacción sería más completa. 


Propongo la postergación del numeral 4) para ver si le encontramos algún giro idiomático, 
por ejemplo un “sin perjuicio”. 


SEÑOR DA ROSA.- Justamente, en función del planteo del señor Senador Michelini, en el numeral 4), 
luego de la expresión “depósitos de basura”, podría agregarse una coma y decir: “sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 358 del Código Penal”. 


SEÑOR MICHELINI.- Pero según lo dicho por el señor Senador Rosadilla, también es cierto que se 
impone una multa. La verdad es que a quien incendió cuatro contenedores, si hay un trabajo 
sistemático de incendio, de deterioro, de boicot, no se lo arregla con trabajo comunitario o con una 
multa, pueda o no pagarla. 


SEÑOR DA ROSA.- Es un delito de daño. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que tenemos que darnos un tiempo para repensar la redacción de esta 
norma, porque está el delito de daño y también el de incendio, que tiene una pena que ya no es de 
multa. Estos son todos elementos a considerar y creo que lo más prudente es mantener el desglose 
dispuesto. 


Pasamos al próximo artículo desglosado, que es 5*. 


Léase. 


(Se lee:) 


“Artículo 5*.- Sustitúyese el artículo 365 del Código Penal, en la redacción dada por el 
artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, y con las modificaciones introducidas 
por el artículo 12 de la Ley N* 16.088, de 25 de octubre de 1989, y por el artículo 87 de la Ley N* 
18.651, de 19 de febrero de 2010, por el siguiente: 


“Artículo 365.- Será castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo 
comunitario; 


(Participación en picadas).- El que en carreteras, calles, vías de tránsito en general y en lugares no 
autorizados expresamente participare de carreras u otro tipo de competencia valiéndose de un vehículo 
con motor, poniendo en peligro su vida o la de terceros. 


(Conducción de vehículos motorizados sin la licencia correspondiente).- El que condujere en la vía 
pública vehículos motorizados sin haber obtenido en el organismo competente la licencia de conducir o 
si la misma le hubiere sido suspendida o cancelada. 


(Conducción de vehículos motorizados con grave estado de embriaguez).- El que condujere vehículos 
motorizados en estado grave de embriaguez con niveles de alcohol en la sangre superiores a 1,2 
gramos por litro. 


(Conducción de vehículos motorizados al doble de la velocidad permitida).- El que condujere vehículos 
motorizados al doble o más del doble de la velocidad máxima permitida en cualquier vía de tránsito. 


(Introducción, depósito, venta, transporte o fabricación de sustancias explosivas).- El que sin permiso 
de la autoridad o sin las debidas precauciones, fabricare o introdujere en el país o tuviere en depósito, 
o comercializare, o transportare materias explosivas. 


(Omisión, por el director de una obra, de las precauciones debidas).- El director de la construcción o 
demolición de una obra que omitiere las medidas adecuadas en defensa de las personas y de las 
propiedades. 


(Disparo de armas de fuego en poblado).- El que dentro de poblados o en sitio público, o frecuentado, 
disparare armas de fuego u otros proyectiles, que causaren peligro y riesgo a la integridad física de las 
personas o riesgo de daños a bienes materiales. 


En las situaciones previstas en los numerales 1) y 3) de este artículo, el juez dispondrá la 
incautación provisoria del vehículo. Si quien cometiese la falta no fuese el propietario del vehículo 
convocara a este a la audiencia en la forma prevista en el Capítulo IV (Del proceso en audiencias por 
faltas). 


De quedar probada en la audiencia la existencia de la falta prevista en los numerales 1) y 3) y 
de encontrar responsabilidad del propietario del vehículo en los hechos descritos en dichos numerales, 
se dispondrá el decomiso definitivo del vehículo en cuestión y el producido de su venta será destinado 


” 


a la Unidad Nacional de Seguridad Vial”. 


-En consideración. 


Existe un aditivo propuesto por el señor Senador Da Rosa para el numeral 4) de este artículo, 
pero lo consideraremos cuando lleguemos a ese numeral. 


SEÑOR ROSADILLA.- Creo que directamente habría que eliminar el numeral 5) de esta disposición 
porque se transforma en pena algo que ya está duramente penalizado por una norma que hace poco 
remitimos a la Cámara de Representantes. O sea, ya establecimos penalizaciones gravísimas para 
este tipo de delitos, por lo que no es coherente ponerlo acá. 


Por otra parte, propongo que la redacción que antiguamente disponía la incautación taxativa 
de los vehículos sea transformada y diga algo así como que en las situaciones previstas en los 
numerales tal y cual de este artículo, el juez podrá disponer hasta por un plazo de seis meses la 


incautación provisoria del vehículo. Por lo tanto, se establecería un plazo de hasta seis meses y se 
establecería “podrá”, otorgando una facultad al juez para que disponga en casos de infracciones 
graves a estos artículos. 


SEÑOR NIN NOVOA.- ¿El señor Senador se refiere a los numerales 1) y 3)? 


SEÑOR ROSADILLA.- Así es, señor Senador. Antes se disponía taxativamente la incautación y ahora 
diría que hasta por seis meses el juez podrá disponer el decomiso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que lo mejor es ir numeral por numeral. 


En cuanto al numeral 1), recuerdo que el doctor Langón señaló que el giro final que dice: 
“poniendo en peligro su vida o la de terceros” va a complicar la aplicación de la norma, porque vaya 
uno después a demostrar que efectivamente se puso en peligro la vida de la persona. Me parece que 
esta tiene que ser una cuestión absolutamente formal, es decir, si está corriendo una picada en la 
rambla, comete una falta. 


Asimismo, terminaría la redacción en la palabra “motor” y eliminaría el resto. 


SEÑOR MICHELINI.- Personalmente cambiaría la palabra “picadas” por “carreras no autorizadas” 
porque las picadas pueden ser muchas cosas. 


SEÑOR NIN NOVOA.- El doctor Langón hizo una larga lista del significado del término “picadas”, 
apoyándose en el diccionario de la Real Academia Española. Dijo que significaba desde pasos en el 
monte hasta la manufacturación de chorizos, aperitivos, etcétera. 


SEÑOR ROSADILLA.- Entonces, debería transformarse en “participación en competencias no 
autorizadas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencias, sustituiriamos “picadas” por “competencias no 
autorizadas” y suprimiríamos lo que viene después de la palabra “motor”. 


SEÑOR DA ROSA.- De cualquier manera, este es un tema en el que cuanto más se endurezca la 
norma, mejor. Hoy se producen accidentes con consecuencias que son verdaderas tragedias y ni los 
padres de los jóvenes ni nadie puede controlarlos. En algunos casos, mueren y en otros pierden una 


pierna o un brazo. Reitero que esto es muy difícil de controlar y está expandido en todo el territorio 
nacional, ya que hay picadas tanto en Montevideo como en el interior y hasta en pequeñas villas o 
pueblos de los distintos departamentos. Es un tema muy grave. 


Entonces, cuanto más se endurezca la norma va a ser mejor, porque hay que actuar con 
firmeza en este tema. Por tanto, estoy de acuerdo con que se suprima la última parte del numeral 1), 
donde dice “poniendo en peligro su vida o la de terceros”, porque eso dificulta la aplicación de la 
sanción. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estoy de acuerdo, pero no en el sentido de que esto endurece la sanción, sino 
de que le da una visión objetiva a la norma y le saca la subjetividad del peligro para propios o terceros. 
Entonces, la norma no deja el tema abierto a ninguna interpretación y se cierra en el hecho objetivo. 
Se será más duro o menos duro pero, en el fondo, es otro el motivo por lo que apoyo este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El numeral 1) diría lo siguiente: “(Participación en competencias no 
autorizadas).- El que en carreteras, calles, vías de tránsito en general y en lugares no autorizados 
expresamente participare de carreras u otro tipo de competencia valiéndose de un vehículo con motor”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar junto con el acápite. 


(Se vota:) 


-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Pasamos a considerar el numeral 2): “Conducción de vehículos motorizados sin la licencia 
correspondiente”. 


La Asociación de Magistrados había planteado una observación con respecto a este numeral: 
le parecía muy bien que constituyese una falta el conducir con la licencia suspendida o cancelada, pero 
no el simple hecho de conducir sin licencia, que bastaría con que fuera una infracción administrativa 
que se castigara con multa. Por tanto, dejarían la falta únicamente para la conducta de quien sale a 
conducir con la licencia suspendida o cancelada. 


SEÑOR MICHELINI.- No entiendo la objeción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Porque es mucho más leve una conducta que la otra. El que 
desaprensivamente sale y maneja sin libreta, por ejemplo, un joven, incurre en una infracción 
administrativa, por lo que se le aplicará una multa, pero al que le sacaron la libreta y maneja igual, 
incurre en una conducta más grave que la anterior y tiene mucho más sentido imponerle las sanciones 
que estamos considerando en este momento. 


SEÑOR ROSADILLA.- Discrepo parcialmente con lo que se expresa. Estoy de acuerdo con que hay 
que discriminar entre una actitud y la otra, pero mi propuesta es que a quien le haya sido suspendida o 
cancelada la licencia de conducir, se le debe poner en el mismo rango de las situaciones previstas en 
los numerales 1) y 3), o sea que el Juez podrá disponer por hasta seis meses la incautación del 
vehículo, y que se mantenga como falta el no haber obtenido el permiso correspondiente. Estamos 
frente a situaciones muy graves y entiendo que es una desaprensión muy importante salir a manejar 
sin el correspondiente permiso. Más allá de las cuestiones administrativas que se pueden dar, creo que 
hay que dejarlo establecido como falta. 


Entonces, acompañando el criterio expuesto en el sentido de que es mucho más grave tener 
una licencia suspendida o cancelada, creo que este hecho debe estar comprendido en lo planteado en 
los numerales 1) y 3) en cuanto a que el juez podrá disponer la incautación provisoria del vehículo 
hasta por seis meses. Por tanto, mantengo como falta este hecho, separándolo y agregándolo a las 
posibilidades previstas en los numerales 1) y 3). 


SEÑORA PINTOS.- No me quedó claro si el señor Senador Rosadilla está de acuerdo o no con el 
señor Presidente, con respecto al que condujere en la vía pública vehículos motorizados sin la licencia 
correspondiente. 


SEÑOR ROSADILLA.- Lo que digo es que estoy de acuerdo con el criterio de que son cosas 
diferentes, pero la medida que propongo para establecer esa diferencia es no dejar de calificar a la 
conducción sin licencia como falta. A su vez, sugiero integrar a quienes tuvieran la licencia suspendida 
o cancelada al concepto por el cual el juez, además de la falta, puede llevar a cabo la incautación del 
vehículo por hasta seis meses. 


SEÑORA PINTOS.- Entiendo que hay una diferencia grande como para que estos conceptos se 
entiendan como lo mismo. A modo de ejemplo puedo decir que pagué una multa por salir sin la licencia 
en el balneario por unas cuadritas; como había inspectores, tuve que pagar aproximadamente $ 2.000. 
Lo otro sí es una falta real, pero esto es un descuido por el que tuve que pagar. Reitero que hay una 
diferencia grande. 


SEÑOR ROSADILLA.- No sé si entendí bien. Si la infracción fue por salir sin la licencia... 


SEÑORA PINTOS..- La diferencia está en que aunque uno tenga que pagar la multa, tiene la licencia. 
En mi caso, por ejemplo, al otro día tuve que ir a la Intendencia -en el local de Atlántida- a llevar la 
licencia. 


SEÑOR ROSADILLA.- Pero en este caso el proyecto de ley no habla de salir sin la licencia sino de 
hacerlo sin haberla obtenido; no se trata de no contar con la licencia en el momento de conducir, sino 
de que nunca se la obtuvo. Estamos hablando de otra cosa, porque lo otro sí es algo administrativo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Estaba pensando que puede haber colisión con algunas disposiciones 
municipales, porque el caso al que hace referencia la señora Senadora Pintos es típico de una 
disposición municipal; es la Intendencia la que pone la multa. En este caso podría haber una doble 
pena por la misma falta: el trabajo comunitario por un lado y la multa por otro. Por ejemplo, la ley le da 
facultades al Juez para imponer el trabajo comunitario y la persona ya pagó la multa por la vía 
administrativa municipal. Lo digo para que sea tenido en cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay propuestas diferentes de redacción sobre este numeral 2) -tengo 
una opinión distinta, pero no es un tema de redacción sino de criterio-, podemos votar. 


SEÑOR ROSADILLA.- Yo estoy proponiendo una redacción distinta que diría: “El que condujere en la 
vía pública vehículos motorizados sin haber obtenido en el organismo competente la licencia de 
conducir”, y ahí pondría un punto a fin de separar lo demás. En otro numeral -que sería el 3) o el 4), 
eso no importa- señalaría: “A quienes les hubiera sido suspendida o cancelada la licencia”. Y al final, 
donde dice “En las situaciones previstas en los numerales 1) y 3)”, señalaría “en los numerales 1), 3) y 
4)”. Es decir que los incluiría entre quienes pueden ser objeto de incautación del vehículo. 


SEÑOR MICHELINI.- Estoy de acuerdo con el hecho de que quien no obtuvo la licencia y conduce, 
naturalmente esté abarcado por el tema relativo a las faltas, y me seduce el texto propuesto por el 
señor Senador Rosadilla. La única duda que tengo con respecto a eso -que no sé si es tradición o se 
ha ido abandonando- es que en muchos casos hay padres que en los balnearios buscan zonas 
alejadas para enseñar a sus hijos a conducir, cosa que no corresponde porque no son instructores de 
manejo y puede haber un accidente. Ahora bien, si ocurriera un hecho de estas características y se 
termina mandando al muchacho a realizar trabajos comunitarios, la situación sería diferente. 


Aclaro que estoy pensando en la propuesta del señor Senador Rosadilla, que me seduce un 
poco; de todas formas, me parece conveniente postergar la consideración de esta norma y reflexionar 
sobre ella. 


SEÑOR DA ROSA.- Propongo postergar la consideración de esta norma. 


Entiendo el razonamiento del señor Senador Michelini pero no lo comparto. Creo que una 
cosa es aprender a manejar en una zona totalmente apartada y alejada del tránsito que hacerlo, por 
ejemplo, en una ruta. Yo aprendí a manejar en un camino rural y pienso que a mi padre no se le 
hubiera ocurrido ponerme a manejar en una ruta, en una carretera o pasar por un centro poblado 
porque se suponía que no estaba habilitado para hacerlo. 


Reitero que entiendo el planteamiento hecho por el señor Senador, pero creo que allí existe 
un problema de responsabilidad. Insisto: una cosa es hacerlo en una zona totalmente apartada y otra 
en el centro de cualquier balneario, donde las normas de tránsito no se pueden eludir. 


SEÑOR MICHELINI.- ¡Y, si no, vamos a la solución propuesta por el señor Senador Rosadilla! 


SEÑOR NIN NOVOA.- Si se va a decomisar el vehículo, aunque sea temporariamente, me parece un 
poco inútil. Yo no estoy de acuerdo en que se decomise. 


SEÑOR ROSADILLA.- No se habla de decomiso sino de incautación. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Sí, de un decomiso temporario. 


SEÑOR ROSADILLA.- El decomiso es otra cosa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Me gustaría conocer la nueva redacción porque en función de ella votaré 
algunos de los literales precedentes. Además, creo que podría haber una cuestión vinculada a una 
coordinación necesaria con el Congreso de Intendentes. Digo esto porque a quienes reincidan en la 
conducción de vehículos en estado de embriaguez, yo les retiraría la libreta definitivamente y les 
prohibiría manejar. Y esto es potestad municipal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa a los señores Senadores que nos habíamos trazado un plan 
de trabajo que finalizaba a la hora 12 para atender otros compromisos. Entonces, habida cuenta de 
que hay normas que requieren de un estudio más profundo, propongo interrumpir aquí el trabajo y 
retomarlo el próximo martes. 


SEÑOR MICHELINI.- Comparto la propuesta del señor Presidente, pero me gustaría dejar planteada 
una cuestión que también es compleja. Me refiero al uso del casco. 


Aquí estamos hablando de las picadas -aunque no usamos ese término- y del tema vinculado 
al alcohol. Sé que esto es un problema también con los menores, sobre los que no podemos hacer 
mucho porque no hay imputación; no obstante, hay mucha gente mayor que no usa casco. Quizá le 
podemos pedir a la Secretaría que busque legislación vigente en la materia. 


El 50% de los accidentes son producidos por motos; entonces, me parece que a una persona 
mayor que no usa casco e, incluso, lleva a un menor también sin casco, un trabajo comunitario la 
podría llevar a reflexionar sobre su uso. Esto, independientemente de si en el departamento lo persigue 
el Intendente o no. A mi juicio, este es un tema de la Intendencia, pero también del Gobierno nacional. 


Entonces, así como el señor Senador Rosadilla sugirió desglosar en dos el numeral 2) del 
artículo 5% -sin pretender incurrir en una inflación de numerales-, me gustaría reflexionar sobre este 
tema del casco. Quizás lleguemos a la conclusión de que no puede ser así; por eso, reflexionemos 
hasta el próximo martes. 


SEÑOR DA ROSA.- Comparto el criterio del señor Senador Michelini. Además, quienes hemos estado 
al frente de Intendencias convivimos con estos temas todos los días. Si, por ejemplo, consultamos a las 
instituciones médicas sobre las estadísticas que se llevan, puede verse que es impresionante la 
diferencia en las consecuencias de accidentes cuando la persona va sin casco o con casco, ya que en 
este último caso muchas veces salva la vida. Hay cifras en esa materia que, realmente, son 
categóricas. Por tanto, comparto la idea. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quiero hacer un pedido que creo que es de trámite: que la Secretaría tenga a 
bien mandarnos un resumen de las normas que hemos aprobado y qué es lo que nos falta. 


SEÑORA SECRETARIA.- Lo enviamos por e-mail. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 6 minutos.) 
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